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TEXTO # 1:  Origen Del Conflicto Armado En Colombia     

Por Edgar Peñuela.

Escribir sobre el origen de la violencia en Colombia, puede ser un ejercicio histórico que comienza desde la misma época de la conquista española, pasando por las batallas de independencia, la  denominada guerra de los 1000 días a comienzos de siglo, los años de la violencia partidaria a mitad de siglo, para  terminar con los trágicos acontecimientos del terrorismo urbano en la década de los 80 y la intensificación del conflicto armado en la década del 90.

Sin embargo, este no es el interés de este escrito, pues de ello ya se han encargado varios autores nacionales y extranjeros que han llegado a describir  con lujo de detalles la evolución de la violencia armada en Colombia
. El interés, a propósito del  seminario REDES 2001 (Research and education in defense and security studies seminar), que tiene como tema “investigación y educación en los estudios de defensa y seguridad”. organizado por The Center Hemisferic of Defense Studies (CHDS) de la National Defense University (NDU), es ver de manera muy somera el origen y la evolución del conflicto armado colombiano, como un documento resumen que oriente la comprensión actual del caso colombiano.

La inclusión de este panel -que sin duda alguna es un claro ejemplo de un conflicto netamente interno-  dentro de un seminario internacional de seguridad y defensa, a primera vista parece fuera de contexto, de no ser por las repercusiones regionales que esta causando en el cono sur por la presencia de aspectos transnacionales que consecuentemente repercuten sobre la seguridad nacional e internacional por lo menos en el plano continental.

La carta de las Naciones Unidas señala que un conflicto interestatal es aquel que pone en peligro la paz y la seguridad internacional.  La situación colombiana, esta catalogada por este mismo organismo internacional, como un conflicto interno o intraestatal, en el que no se puede intervenir. Sin embargo, a medida que se va agudizando, es más difícil mantener esta categorización, debido a los nuevos elementos como el narcotráfico, el trafico de armas o el lavado de dinero que afectan la seguridad regional.

El caso colombiano se reviste de características especiales que lo hacen desde todo punto de vista un conflicto interno sui generis,  con acontecimientos tan propios que lo matizan como un ejemplo internacional endémico, fuera de toda categorización teórica, al desbordar las definiciones tradicionales de guerra interna o conflicto de baja intensidad (el numero de victimas fatales que deja anualmente sobrepasa las cifras de un conflicto de alta intensidad). 

El conflicto armado en Colombia, se originó en el sector rural,  ante una población campesina que en la época solicitaba a los gobiernos de turno soluciones a sus problemas económicos.  Sin embargo, a medida que pasaron los años, se fueron perdiendo las motivaciones iniciales que causaron la puja, y con el pasar del tiempo en un nuevo contexto social, las motivaciones fueron cambiando. Años después, el conflicto colombiano continua con mayores consecuencias sobre la seguridad.  El tema es ahora la principal amenaza para el país, la consecución de la paz es ahora el principal interés nacional por encima de otras prioridades nacionales.

La historia colombiana nos demuestra como de un enfrentamiento político tradicional se llegó años después a una grave amenaza para la seguridad e integridad de la nación. La actual situación colombiana es un ejemplo de lo que puede suceder con la  degradación de un conflicto interno. La principal moraleja para los demás países de la región esta en evitar por todos los medios del poder nacional que los elementos transnacionales que desbordaron el conflicto colombiano, evolucione en sus fronteras hasta este punto.

Causas de la violencia en Colombia.

Los conflictos nunca tienen un origen monocausal. Sin duda alguna, el conflicto armado en Colombia tuvo causas diversas, que se fueron gestando a través de los años hasta desembocar en  acontecimientos puntuales de la historia Colombiana.  Contrario a la mayoría de conflictos intra - estatales del mundo, el conflicto armado en Colombia no tuvo orígenes raciales, religiosos o culturales. Fue un conflicto originado por la confluencia de una multiplicidad de factores políticos, sociales y económicos, dentro de las cuales prima la exclusión política  de amplios sectores sociales en el juego democrático, lo que sumado a causas estructurales del sistema y a la problemática social del país desencadenaron una larga ola de violencia que terminó con la conformación de movimientos insurgentes con una clara intención: la toma del poder.

Durante años en Colombia existió una larga tensión interna que aumentaba en intensidad con el paso de los años.  Esta tensión interna tuvo un origen político, desde comienzos de siglo, por los roces entre los  dos partidos tradicionales que polarizaron y dividieron a la población durante varias décadas,  durante las cuales se gestó el conflicto armado colombiano.

Sin embargo, el conflicto armado como “conflicto armado”, solo surge varios a;os después, con el escalamiento del conflicto interno y la consolidación de dotados y modernos ejércitos (subversivos y privados) capaces de retar directa y decididamente al Estado.  Unos utilizando las estrategia y tácticas militares de la guerra de guerrillas, otros los efectos intimidatorios del terrorismo urbano o rural y otros las tradicionales formas delincuenciales del chantaje, la extorsión, el secuestro o el asesinato.   Todos estos grupos al margen de la ley, buscan de una u otra manera lograr sus objetivos particulares, rebasando la capacidad del Estado que no encuentra forma de cumplir cabalmente con los mandatos constitucionales de protección a la población.  

Desde este punto de vista, el conflicto político partidario y el pacto bipartidista denominado Frente Nacional, fueron solo antecedentes al conflicto armado en Colombia, el cual se concreta a partir de la década del 60, con la conformación de facto los movimientos subversivos, con una estructura  armada humilde, campesina y con poca experiencia, pero que reta al Estado de manera abierta y directa, animados más por el ejemplo subversivo en otras latitudes americanas, que por sus reales capacidades de convocatoria o movilización popular o armada.

La denominada violencia partidaria fue una importante causa para la conformación de los grupos subversivos. Las causas de esta época de la “violencia” son perfectamente identificadas desde la misma dedada de los años 60 por algunos investigadores, como es el caso del polémico libro titulado “La violencia en Colombia”
 que las resume en los siguientes aspectos:

· Causas Remotas:   Fueron aquellos aspectos característicos de violencia que enmarcaron la historia política del país, desde la época del descubrimiento, conquista, colonización y conformación del Estado colombiano durante los siglos XVIII, XIX y XX. Estos aspectos se heredaron de generación en generación, manifestándose también en las generaciones actuales.

· Causas Próximas:   Aquellas que generaron la desaparición de lo nacional como expresión de valores cohesionantes de la sociedad. La quiebra de valores espirituales y patrones éticos fragmentaron a la sociedad y polarizaron la opinión nacional, derrumbando así el nacionalismo que caracteriza la cohesión de una nación.  

· Causas Inmediatas: Concentradas en la polarización política de la sociedad en dos partidos políticos, caracterizados por la intolerancia a ultranza entre las dos facciones, lo que desencadenó los odios entre los propios compatriotas.  Para terminar con esta pugna ideológica partidaria, los dos partidos tradicionales, el liberal y el conservador, decidieron pactar para repartirse el poder político en cada periodo electoral,  denominándose a este pacto político  el  “Frente Nacional”  como una herramienta política que pretendió terminar de una vez por todas los enfrentamientos entre los partidos.

Estos hechos condujeron al país a un descontento generalizado que se manifestó en la ocurrencia de episodios de violencia y crimen premeditado que desborda cualquier limite de lo razonable, con tanta violencia y sevicia, como nunca antes se había visto en el país.  Un ejemplo de esa barbarie es descrito en el siguiente texto “En el Líbano - Tolima (un municipio colombiano que se encuentra aproximadamente a 300 kilómetros de Bogotá)  Tarzan y sus hombres aplicaron a la familia Duque la decapitación al padre, el corte de franela a los niños (cortes mortales en el tórax), golpes contra el pavimento ‘dentro de una bolsa de fique a la chiquilla de un año hasta convertirla en una masa informe  para luego dejarla colgada de una vara, eventración a la madre embarazada y profanación impúdica del cadáver
”.  En este trágico ambiente de violencia, varias generaciones han crecido y siguen creciendo presenciando este tipo de hechos con sus propios familiares o vecinos,  generando así en la población la sensación de venganza, ante una gran impunidad que suelen acompañar a estos acontecimientos y sin una respuesta acertada del Estado para controlar este tipo de desmanes.

El surgimiento de los grupos subversivos en el país. 

Ante este panorama que caracterizó a la sociedad  colombiana durante mas de cuatro décadas, se conformaron grupos que se sublevaron al Estado para demandar reorganización política y social y la inclusión política de una sociedad que notaba cada vez mas su ausencia.  A principios de la década del 60 cuando comienzan a surgir los grupos subversivos aun existentes, se pueden diferenciar las siguientes características:

· Exclusión política de algunos sectores sociales por parte de los partidos tradicionales que acababan de conformar el “frente Nacional”.

· Recrudecimiento de la violencia especialmente en las dos ultimas décadas.

· Incorporación por parte de algunos sectores sociales de las ideologías comunistas, exacerbados por la revolución cubana en 1959.

· Economía nacional netamente agraria y latifundista.

· Diferenciación de clases  y polarización social.

· Decadencia de liderazgo político por el asesinato del caudillo y líder Político liberal Jorge Eliécer Gaitan el 9 de abril de 1948.

· Auge de los regímenes autoritarios en América latina.

· Adoctrinamiento ideológico para la seguridad continental en el contexto de la guerra fría.

· Insatisfacción social.

· Perdida escalonada de los valores y de los parámetros morales de la población, aunado con una perdida del fervor religioso y de la dislocación de la célula de la sociedad: la familia.

Dentro de este marco nacional e internacional surgen las guerrillas en Colombia.  En primer lugar se funda las FARC, en el mes de septiembre de 1964, con una orientación marxista - Leninista.  Este movimiento guerrillero se organiza con la estructura de las autodefensas liberales armadas conformadas en la mitad de la década del 40 en dos regiones muy importantes del país, los llanos orientales y la coordillera central en los departamentos de Tolíma y el Huila.  En los primeros años de la década del 50 “aquellos grupos desorganizados de liberales comenzaron a tomar contacto con los comunistas, presionados por sus bases y porque se los veía a aquellos con orientaciones claras, organizados política y militarmente, y sobre todo, porque contaban con apoyo partidario irrestricto. El prestigio de los comunistas llevó a los liberales a conformar comandos conjuntos, aprobándose tareas por decisión mayoritaria e introduciendo por primera vez la disciplina militar en sus acciones y desplazamientos”
  

El surgimiento oficial de las FARC a pesar de ser en 1964, luego de la denominada “primera conferencia  guerrillera” fue en realidad producto de varios años de protesta social y enfrentamientos políticos internos, que encontraron terreno abonado en la realidad colombiana
. La ideología comunista en esta etapa revolucionaria fue crucial para la conformación de este movimiento guerrillero, pues el descontento político de algunas facciones políticas encontró asidero en la ola de pensamiento internacional, como era el comunismo que a lo largo de todo el continente promulgaba la revolución como la única solución a los problemas internos de los países latinoamericanos.

El segundo gran movimiento subversivo en crearse fue el Ejercito de Liberación Nacional, en el año de 1964, con una orientación ideológica Maoísta, pero influenciado especialmente por el éxito de la revolución cubana en el año de 1959.  Contrario a la conformación de las FARC, el ELN no tuvo antecedentes históricos tan marcados.  Fue mas bien un grupo subversivo de corte intelectual conformado por estudiantes universitarios y sindicalistas inconformes con el régimen político excluyente,  que promulgaba la guerra prolongada para lograr la imposición del modelo comunista vigente en el momento. El movimiento subversivo tomó mayor fuerza con la incorporación de líderes religiosos entre los cuales estaba el sacerdote católico Manuel Pérez, hecho que le imprimió mayor fuerza y respaldo al movimiento.

El tercer gran movimiento subversivo creado  en el año de 1972 fue el  denominado M-19 o Movimiento 19 de abril, emulando la fecha de las elecciones presidenciales presuntamente fraudulentas que arrebataron las elecciones al  líder del movimiento político de la ANAPO (Alianza Nacional popular socialista).

Durante estos  mismos años se crearon otros movimiento subversivos en el país, entre los cuales estaban el Ejercito Popular de Liberación (EPL), el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), el Quintin Lame (MAQL), la Corriente de Renovación Socialista (CRS), el partido revolucionario de los trabajadores y el Movimiento de Izquierda revolucionaria (MOIR), todos desmovilizados posteriormente, pero especialmente en los acuerdos de paz logrados durante la administración de Cesar Gaviria en el año de 1990.

Las décadas del sesenta y setenta se caracterizaron por la represión estatal a estos movimientos subversivos, como consecuencia de la aplicación de las doctrinas de seguridad continental promovidas por los Estados Unidos, dentro de las estrategias geopoliticas propias de la guerra fría.  Los éxitos del aparato militar y estatal en contra de la subversión fueron importantes, hasta el punto de llegar a anularlos y controlarlos en algunos periodos de tiempo. Sin embargo las acciones no fueron tan contundentes para llegar a exterminar estas amenazas estatales por completo, como sucedió en otras latitudes de América Latina. 

Todas las operaciones militares estaban siempre amparadas sobre un manto de legalidad institucional provenientes desde el propio ejecutivo, que durante mas de dos décadas utilizó el  estado de sitio o estado de excepción, como la herramienta jurídica adecuada para enfrentar cualquier amenaza al Estado.
  De la misma manera fue decretado el “Estatuto Orgánico de la Defensa Nacional”. Posteriormente se decreta la ley de seguridad y defensa de 1968, hoy en día vigente pero sin ningún tipo de  aplicación.  Para completar la baraja de normas, y ante el resurgimiento de  las acciones subversivas en el país, la administración del presidente Cesar Turbay Ayala decreta en el año de 1978, el “estatuto de seguridad” como un compendio de herramientas jurídicas y políticas  para combatir abiertamente a la subversión. Este decreto (derogado en el año de 1983) fue un primer y único intento en Colombia de crear una política publica para la defensa nacional.

Hasta los últimos años de la década del 70 y luego de más de 20 años lucha armada, los grupos subversivos en Colombia (a excepción del M-19, que tuvo sus mejores momentos durante estos años) no demostraron ser una amenaza real al establecimiento político vigente, en la meta de estos movimientos insurreccionales de tomar el poder.   Por el contrario, estaban marginados política  y militarmente, en sectores suburbanos o selváticos desde donde no podían oponer mayor resistencia que débiles ofensivas en sectores marginales de país. 

La principal derrota hasta este momento de la subversión en Colombia estaba relacionada con el escaso apoyo de las masas, que según rezan los manuales subversivos es el fundamento para el éxito de una insurrección armada. Este hecho, cuarenta años después continua vigente y por el contrario, aumenta la protesta social en contra del accionar subversivo.

Los primeros veinte años de historia de las guerrillas en Colombia fueron de enfrentamiento ideológico, en donde primó lo político sobre lo militar. Durante estos años el poder y la fuerza del Estado para reprimir cualquier acto atentatorio contra la estabilidad política fue mayor que el poder subversivo para lograr los cambios estructurales. Hasta este momento exitió en Colombia un grave conflicto social y político insurreccional con visos armados. Las condiciones cambiaron a partir de la década del ochenta pero especialmente del noventa cuando el conflicto político interno se transforma en un conflicto armado entre dos actores militares fuertemente armados enfrentados en un tipo de guerra irregular en toda la amplitud de la definición.  

El inicio del conflicto  armado en la década del 80.  

La transición del conflicto político al conflicto armado se hace en la década del ochenta, cuando se desencadena una ola de violencia en el país recordada especialmente por el asesinato de cientos personajes públicos, entre ellos 4 candidatos presidenciales, los atentados terroristas en las principales ciudades del país, la toma del palacio de justicia en el corazón gubernamental de Bogotá y el crecimiento de los grupos armados y de justicia privada, relacionados siempre de alguna manera con las mafias y el narcotráfico.

Durante ésta etapa del conflicto armado, se repartieron o disputaron el territorio nacional por lo menos tres actores armados ilegales que impartían la violencia para lograr sus objetivos:  Los grupos subversivos, los grupos de autodefensas y los grupos de mafiosos, especialmente el cartel de Cali y el de Medellín. 

Al mismo tiempo que el conflicto armado en Colombia tomaba cuerpo, se inicia la historia actual de la negociación política del conflicto. La primera experiencia de negociación fue dada durante la presidencia de Belisario Betancur Cuartas, (1982-1986), hecho que claramente separa dos etapas de la violencia en Colombia: 

1. Antes de 1982, represión del conflicto político
.

2. Después de 1982, consolidación y escalonamiento del conflicto armado, e iniciación de los procesos de paz.  

Es precisamente durante esta segunda fase, cuando se revitalizan los grupos subversivos y surgen los nuevos actores armados en el país como las autodefensas (o grupos armados privados que ejercen funciones militares de manera ilegal, denominados vulgarmente paramilitares).

El presidente Belisario Betancur Cuartas propone una salida negociada del conflicto, y por primera vez en muchos años, descarta la salida militar como la única opción  para dar fin al conflicto.  Es así como se ejecuta la “estrategia política  para lograr la paz”
, que en términos reales y confirmado por la historia es aprovechado estratégicamente por los grupos subversivos para el fortalecimiento político y militar.

El paso del conflicto político al conflicto armado en la década del 80 se concreta puntualmente por la inclusión de tres nuevos actores en el panorama nacional:

1. La consolidación de mafias de narcotraficantes en el país, que con sus millonarias ganancias económicas permean todos los sectores de la vida nacional. Este hecho es consecuencia de la rentabilidad del ciclo del procesamiento y distribución de estupefacientes que entra a ser en el país de manera ilegal, un nuevo elemento de la producción, con altos saldos económicos que benefician a muchos sectores del país.

2. El incremento en la intensidad de las revoluciones centroamericanas, que avivan la esperanza de la toma del poder y la implantación de un esquema socialista en el país.  El mantenimiento del régimen revolucionario cubano y el apoyo económico y doctrinario a los movimientos subversivos colombianos, es un hecho de la misma manera influyente.

3. La creación y legitimación de grupos de autodefensas campesinas en vastas regiones, como mercenarios de algunos narcotraficantes, hacendados y campesinos cansados de la extorsión y la violencia por parte de la guerrilla.  

Estos tres elementos, unidos a factores estructurales propios del país, fueron determinantes para que los actores armados ilegales se fortalecieran política y militarmente durante la década del noventa, cuando alcanzan el mayor grado de evolución durante la historia del conflicto. 

Las FARC realizaron en el año de 1983 la “séptima conferencia”, reunión de planeación estratégica quinquenal.  En esta oportunidad, “trazaron un plan para la toma del poder con metas cuantitativas de crecimiento en los sectores militares  y económicos. De 13 frentes que tenían, se proponen el objetivo de desdoblarlos hasta tener primero 27 y luego 48
. En el campo económico se proponen conseguir los recursos necesarios para apoyar este crecimiento, a partir del principio revolucionario “el fin justifica los medios” entre los cuales está el secuestro, la extorsión, el robo, el terrorismo y cualquier otro que genere recursos.  Las metas fueron sobrepasadas en pocos años, duplicando el numero de hombres y aumentando  millonariamente sus ingresos. En la “octava conferencia” realizada en el año de 1992 se trazan nuevas y ambiciosas metas, dentro de las cuales persiste la toma del poder, a partir de la conformación política  regional en sus áreas de influencia, para lo cual trazan un detallado plan en donde nuevamente el fin trazado justifica todos los medios utilizados.  En el  plenum
 de marzo del 2000  las FARC dejan en claro dos graves problemas:  El primero de ellos económico, para lo cual  emiten la denominada “ley 002” con la cual extenderán su extorsión a cualquier ciudadano o empresa en el país que posea un capital mayor a 500.000 dólares, so pena de ser secuestrado, desterrado o ejecutado. El segundo problema es el déficit de mandos y dirigentes, para lo cual se trazan también una estrategia, en donde es altamente probable que el tema del canje de soldados y policías prisioneros secuestrados por subversivos capturados sea una excelente opción.

Por su parte el ELN “encontró en la extorsión a contratistas y subcontratistas su principal fuente de financiamiento en esta década, gracias a la construcción del principal oleoducto de exportación de petróleo crudo del país.  El método de presión era el terrorismo y la extorsión o el secuestro de funcionarios, la destrucción de maquinaria, la quema de helicópteros, el secuestro de ejecutivos, las bombas sobre las instalaciones de petroleras”
.  Con este mismo sistema operativo continúan hasta el momento, el cual les sigue aportando la mayor proporción de sus ingresos económicos, pero en el campo militar y geoestrategico se encuentran en un momento crítico por los certeros ataques que las autodefensas les han propinado, arrebatándole las más importantes áreas de influencia desde hace 10 años.

Durante los  últimos veinte años, el conflicto armado evoluciona sin precedente alguno, llegando a su máxima expresión en los últimos tres años de la década del 90, caracterizado en los siguientes aspectos:

1. Crecimiento de militar (cualitativo y cuantitativo) de los grupos subversivos de manera proporcional hasta llegar aproximadamente a 20.000 hombres distribuidos a lo largo y ancho de todo el territorio nacional.

2. Conformación de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) como un grupo que de manera ilegal, y por la vía armada, combate directamente a los grupos subversivos, con aproximadamente 9.000 hombres.

3. Posicionamiento geoestratégico de los diferentes actores armados, caracterizado por la disputa armada territorial y la influencia política en los mismos. 

4. Degradación del conflicto armado por el irrespeto sistemático de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario por parte de los actores armados ilegales.

5. Expansión e intensificación del conflicto armado rural, y comienzo de un conflicto urbano justificado en la consecución de recursos económicos como el secuestro y la extorsión, y como mecanismos de presión política al Estado.

6. Perdida de legitimidad estatal en lo local, por la apropiación por la fuerza o por la influencia armada de los actores armados o de los narcotraficantes. Quien hace presencia, ejerce funciones de “Para estado”.

7. Financiación del conflicto armado en alta proporción con recursos provenientes de alguna de las fases del ciclo productivo de los estupefacientes.

8. Vació en los esquemas ideológicos de los actores armados.

9. Fortalecimiento del esquema de seguridad y defensa estatal, a través de la ley de reestructuración de las Fuerzas armadas que las prepara para enfrentar las nuevas realidades del conflicto.

10. Definición de una política estatal para negociar por la vía política la terminación del conflicto armado.

11. Aceptación por parte del gobierno nacional del “carácter político” de los grupos subversivos, es decir legitimación institucional y reconocimiento político de la lucha armada.  Actualmente las FARC buscan la legitimación internacional como “fuerza beligerante”, lo que les daría un estatus internacional importante para conformar un posible estado independiente. Por su parte las autodefensas reclaman un estatus político al gobierno nacional, el cual ha sido reiterativamente negado por la administración Pastrana. 

La década del 90 para las dos agrupaciones subversivas  se puede resumir en crecimiento cuantitativo y cualitativo de sus estrategias políticas y militares.  De igual manera sucedió con las autodefensas (paramilitares) que llegaron a cuadriplicar su fuerza en menos de diez años.

 
Las FARC con claras zonas de dominación entre las cuales se cuenta la zona de distensión, 42.000 km cuadrados concedidos por el gobierno nacional para realizar los diálogos. El ELN diseminado militarmente por la acción paramilitar, pero fortalecido políticamente. Las autodefensas ilegales en pleno auge militar y con gran simpatía social. 

Es así como Colombia llega tristemente, después de un siglo de violencia y confrontación civil, al tercer milenio, sin encontrar una salida a sus problemas internos. El Estado, desgastado, sin soluciones concretas para controlar la situación, con una política de paz hasta ahora improductiva para el gobierno pero productiva para los fines estratégicos de todos los actores armados. Las Fuerzas Armadas, desmoralizadas, golpeadas militarmente y atadas jurídicamente, pero últimamente fortalecidas y reeentrenadas para un hipotético desenlace por las vías de hecho. Este es el panorama actual de los actores del conflicto armado colombiano. 

En los países del continente ya se superaron los conflictos internos y la mayoría de los litigios internacionales. Ahora se preparan para poner en practica un modelo de integración y cooperación interestatal en todos los campos, incluyendo la seguridad regional sin limites ni fronteras.  La unión europea a avanzado desde hace varios años en este esquema de seguridad conjunta, hasta el punto de proponer la conformación de una policía internacional para el cuidado de los ciudadanos, con la futura EuroPol. 

Mientras todo esto sucede en el mundo y en el continente, Colombia continua el derramamiento de sangre entre compatriotas, por la miopía y el arribismo político de una minoría que cegada por los intereses particulares y mediante el uso de la violencia llevan al abismo al país. Mientras tanto la sociedad colombiana, se acostumbró a vivir en el horror de la violencia y el conflicto. La mayoría de la población manifiesta escepticismo ante un desenlace feliz de esta triste pagina de la historia. Los colombianos hasta ahora comienzan a entender que este es un conflicto de todos los ciudadanos y no solo de los militares en el monte o del gobierno en las oficinas del Palacio de Nariño.

TEXTO # 2.  Evolución del Conflicto Interno de Colombia  

Por Andrés Soto   

Este documento pretende describir los más prominentes hechos político-militares del conflicto interno colombiano. Aunque no se sigue un orden cronológico, se trataran los siguientes temas: inicios, expansión y accionar de los grupos guerrilleros, las respuestas y limitaciones del Estado, el crecimiento de los grupos de auto-defensas ilegales y los dilemas actuales generados por la confrontación.

La Guerrilla: Inicios. 

En sus orígenes, las organizaciones guerrilleras eran grupos débiles y aislados operando en áreas rurales de poca importancia económica. Tanto las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) como el Ejército de Liberación Nacional (ELN) han desarrollado esta estrategia. Las dos agrupaciones, siendo las más activas del país, han actuado predominantemente en los campos, bien sea en zonas de colonización o en la selva virgen.

En contraste, la guerrilla urbana no ha sido exitosa en Colombia. Con contadas excepciones, siendo la del Movimiento 19 de Abril (M-19) en los años setenta y ochenta la más importante, los grupos subversivos no han utilizado a los núcleos urbanos como epicentro de sus operaciones militares. Las ciudades sirven más bien como albergue a redes de apoyo logístico y centro de acopio de inteligencia financiera. Ocasionalmente en ellas las milicias urbanas llevan a cabo actos terroristas, especialmente contra instalaciones o personal militar. 

La naturaleza rural es particularmente marcada en las FARC. Sus principales dirigentes, la mayoría de sus cuadros y el grueso de sus combatientes son campesinos. Por su parte para el ELN las ciudades, en especial los centros universitarios y los núcleos de producción petrolera, han sido la fuente de numerosos combatientes. Y si bien el discurso político de este grupo tiene mayor arraigo urbano su accionar es netamente rural. Esto refleja un planteamiento estratégico orientado a primero consolidar su control sobre un territorio, luego expandir su área de influencia para finalmente llegar al copamiento y toma de los centros urbanos. 
Las acciones militares en las áreas rurales proporcionan ventajas operativas para la guerrilla. El atraso económico del campo y las precarias condiciones de vida de los campesinos ha facilitado el proceso de reclutamiento. Los combatientes campesinos y sus familias proveen así una red de información local y un amplio conocimiento de las zonas de operación. La densidad del follaje, las grandes extensiones de territorio despoblado y la falta de presencia estatal permite establecer campamentos que pasan desapercibidos por años.

Sin embargo para el grueso de la población, estos ataques aislados no parecen afectar el normal funcionamiento de la sociedad colombiana. Esta percepción es producto del cambio en la composición demográfica que sufre el país a partir de la década de los setenta en donde se pasa de una población mayoritariamente rural a una predominantemente urbana. Por ello, las acciones militares contra pueblos pequeños en zonas de colonización lejos de los grandes asentamientos de población fueron percibidos como hechos marginales, se menosprecia a estos grupos y se les ve como un problema periférico, pues la producción industrial, comercial y agrícola del país no estaba siendo afectada. La guerrilla por su parte siguió su lento pero constante crecimiento.

Expansión Guerrillera

El crecimiento de la economía formal y la propagación del narcotráfico han tenido su efecto directo sobre la guerrilla. Aunque pueden haber variaciones de énfasis, tanto las FARC como el ELN han empleado los recursos provenientes del narcotráfico y la extorsión al aparato productivo para aumentar el número de efectivos e incrementar su capacidad de combate. Como resultado su radio de acción se amplía para cubrir áreas de producción económica estratégica y actividades como la ganadería, la producción de oro, níquel, carbón, esmeraldas y petróleo han quedado cautivas a la extorsión.

Durante la década de los ochentas el narcotráfico en Colombia se concentró en el procesamiento de pasta de coca proveniente de los mercados peruanos y bolivianos. Los laboratorios y las pistas clandestinas de donde salía el producto procesado estaban ubicadas en áreas de influencia particularmente de las FARC. El cuidado de esta infraestructura y el cobro de tarifas por cada kilo de cocaína exportada, asumido por las FARC, generó ingresos extraordinarios tasados en los cientos de millones de dólares. Aunque la cifra exacta se desconoce, es lo suficientemente importante como para permitir la expansión del número de frentes, el personal que lo compone, el armamento necesario y su tren logístico. 

Adicionalmente, en la segunda mitad de la década de los noventas, con el desmantelamiento de los grandes carteles colombianos y las estrategias de erradicación y sustitución de cultivos en Perú y Bolivia, aumentan las áreas cultivadas de coca y amapola en Colombia. Esta circunstancia a su vez permite a la guerrilla controlar nuevas áreas geográficas bajo el argumento de la protección de la infraestructura del narcotráfico y aumentando la población bajo su influencia.    

Mientras que las FARC evolucionó hacia la utilización del narcotráfico como su principal fuente de ingresos, el ELN ha preferido la extorsión a través del secuestro de individuos, el chantaje o de la penetración al sistema político nacional. El rapto de personas adineradas o funcionarios de empresas multinacionales y el cobro de dinero a cambio de permisos de operación han sido formas publicitadas de financiación. Sin embargo, la búsqueda del poder político local no ha sido muy difundida a pesar de que es allí hacia donde ha evolucionado la estrategia del ELN. Esta consiste en ubicar simpatizantes o militantes en cargos públicos de zonas bajo su influencia. Ubicarse en cargos públicos ha permitido el control sobre los presupuestos locales, llegando hasta la destinación libre del dinero derivado principalmente de la explotación de recursos naturales. De esta forma se favorece su base, se consolida un respaldo social primario y se garantiza una fuente constante de recursos. 

Si bien las anterior estrategia ha sido primordialmente desarrollada por el ELN las FARC no han sido ajenas a la misma. No obstante, es de anotar que las FARC han evitado transitar por la etapa política utilizando con mayor frecuencia su gran aparato militar para coaccionar a los funcionarios públicos en beneficio propio. 

Si en sus inicios se percibía el problema de la guerrilla como un suceso marginal, el poder económico derivado del narcotráfico, la extorsión, el secuestro  y el control de aparatos estatales ha situado el problema guerrillero en el centro de atención nacional.  

El Accionar de la Guerrilla. 

Los blancos usuales de la guerrilla en el transcurso del tiempo han sido los puestos policiales y militares aislados y vulnerables. Pese al poco impacto aparente de esta estrategia, el ataque a poblaciones pequeñas e incomunicadas proporciona réditos políticos y militares a la guerrilla. En sus inicios, estas acciones generaron publicidad, dinero en efectivo producto a los asaltos a entidades bancarias, y más importante aún, el armamento robado principalmente de los cuarteles de policía. 

Dichas tácticas, típicas de una guerra de guerrillas, buscan obtener pequeñas victorias militares a un bajo costo. Es decir que concentrando fuerzas relativamente superiores sobre unidades policiales y militares compuestas en promedio entre 15 a 20 hombres,  la guerrilla pone las probabilidades de triunfo a su favor. Este concepto elemental de la guerra es explotado eficientemente por la subversión y así, concentrando la fortaleza propia sobre la debilidad del contrario, ha ido expandiendo su radio de acción. 

Varios factores han favorecido este proceso. Uno de ellos es político y se refleja en la precaria presencia del Estado en muchas zonas del territorio nacional. En este caso presencia se entiende como el cumplimiento de las responsabilidades básicas del Estado: impartir justicia, garantizar seguridad, y prestar servicios públicos y de salubridad básicos. Aunque esta interpretación puede ser pobre, el punto que se trata resaltar es que la presencia estatal es más que la existencia física de las entidades oficiales. Estas no solo deben estar, sino deben cumplir con las labores que justifican su existencia. 

No obstante, hay quienes asocian miopemente la presencia estatal con la existencia de policías o militares en un área determinada. Esto desafortunadamente no sólo ha sido políticamente errado, sino militarmente desastroso. Pues el afán de resaltar un imperio de la ley que no existe cabalmente, se ha tratado de suplir con la presencia física de policías y soldados. Esto ha llevado a una dispersión del dispositivo en áreas donde no hay un control efectivo y como resultado se ha sido débil en muchos casos y por ende se le ha facilitado el accionar a la guerrilla dándole múltiples blancos fáciles. Lamentablemente muchos uniformados han muerto y cientos están secuestrados como consecuencia de esta errada política.

A lo anterior hay que sumarle deficiencias en el terreno, en términos de seguridad. La primera concierne al combatiente mismo. El policía o soldado que debe hacerle frente a la guerrilla frecuentemente carece de un entrenamiento y equipamiento adecuado. Y más importante aún, en la mayoría de casos, no está convencido de los ideales que defiende. En muchos casos es el compañerismo de quienes comparten las armas y la tenacidad de vivir lo que permite su supervivencia.    

En segundo lugar las instalaciones físicas donde se opera no son las más adecuadas. Muy pocas estaciones de policía o bases militares están  fortificadas adecuadamente. Sin ser este un argumento a favor de posturas defensivas, es evidente que las condiciones de las instalaciones fijas de la Fuerza Pública (Fuerzas Militares y de Policía) no aprovechan la ventaja táctica de preparar posiciones y limitar las opciones de los atacantes. Relaciones de fuerza superiores y el empleo de formas crudas de artillería (morteros de 60 mm o cilindros de gas impulsados por pólvora) ponen las probabilidades de éxito a su favor.  

Un tercer elemento limitante es la falta de información sobre su entorno geográfico y poblacional. La precariedad en la inteligencia, tanto técnica como humana, hace que las alertas tempranas sean poco efectivas. Este error es común no sólo para las unidades de combate que operan sin el respaldo de la población sino para la inteligencia central que no traduce las señales de alarma en decisiones que faciliten la respuesta efectiva de las unidades desplegadas. Esta inhabilidad para emplear cabalmente todos los multiplicadores de fuerza disponibles conduce a una limitada consolidación real del área por parte de la Fuerza Pública.

Restricciones del Estado.

Además de los problemas anteriormente citados, el Estado Colombiano se presenta altamente fraccionado, débil en su coordinación interinstitucional y sin una respuesta efectiva a la tradicional guerra de guerrillas. Si se analiza el conflicto colombiano a la luz del paradigma de Manwaring dichos factores cobran especial relevancia. 

En materia de unidad de esfuerzo es claro que no existe una campaña nacional que integre esfuerzos militares y civiles con el fin de lograr la supervivencia del Estado, la reconciliación y la eliminación de las causas del conflicto.  Por el contrario el fraccionamiento al interior del Estado es evidente y el escepticismo generado por el proceso de paz de la administración Pastrana así lo demuestra. Peor aún, no hay una estrategia comprehensiva que canalice el descontento popular con las acciones de la guerrilla ni legislación o  mecanismos punitivos que disuadan sus ataques,.

Adicionalmente el Estado carece de un sistema de inteligencia coordinado. Más allá de la inteligencia militar, debe existir la capacidad de conocer y contrarrestar las estrategias de las organizaciones que buscan socavar el Estado. Con la excepción de la lucha contra los carteles de la droga, el sistema de inteligencia no ha demostrado la capacidad de identificar y acabar las estructuras de los grupos armados ilegales.

Hasta el momento la estrategia actualmente en vigor es la de socavar las fuentes de financiación que han permitido el auge y expansión de los grupos ilegales. Este es el fundamento del Plan Colombia y su énfasis en la lucha contra el narcotráfico. Sin embargo como ya se demostró, el narcotráfico no es la única fuente de financiación disponible. Por ello aún si éste es exitoso, lo más probable es que los grupos armados busquen fuentes alternativas de financiación, sin que para ello el Estado colombiano tenga un plan de contingencia listo, haciendo más complicada la situación de seguridad de la población. 

La Respuesta de las Fuerzas Armadas.

Afortunadamente el contrapeso a la pobre respuesta estatal ha sido una mejoría del desempeño de las Fuerzas Armadas. Estas han recurrido al uso intensivo del poder aéreo, la eliminación de los puestos vulnerables, el aumento de la profesionalización de los soldados y la creación de una fuerza de despliegue rápido con la cual se obtiene superioridad relativa sobre la guerrilla en el combate.

La introducción de los helicópteros artillados, la tecnología infrarroja y el uso de los visores nocturnos ha dado una alta flexibilidad y capacidad de reacción a las Fuerza Aérea. Asimismo pasar de 30 mil a 60 mil soldados profesionales ha mejorado la capacidad de combate del Ejército. El uso de este personal en unidades de reacción ha permitido contrarrestar los ataques masivos de la guerrilla. Finalmente, la Policía ha racionalizado la dispersión de sus cuarteles, y pese al costo político que ello implica ha disminuido la vulnerabilidad de los mismos.  

Adicionalmente, el apoyo estadounidense a las Fuerzas Militares ha reforzado la creciente observación del respeto a los Derechos Humanos y ha consolidado el proceso de integración entre las diferentes Fuerzas. La operación dentro de fuerzas de tareas conjuntas ha demostrado los beneficios de maximizar las capacidades propias del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y la Policía en una sola unidad de maniobra. Ello ha redundado en el despliegue de armas combinadas con gran flexibilidad para así cubrir un amplio espectro del combate: interdicción terrestre, fluvial y aérea; combate terrestre con unidades bien entrenadas y dotadas; movilidad, apoyo de fuego y evacuación con medios aéreos; apropiada inteligencia de señales y humana; y el respaldo de inversión social para consolidar las áreas antes bajo el dominio de la insurgencia.

Pese a que las Fuerzas Armadas han logrado importantes progresos en la organización, entrenamiento y equipamiento de las tropas esto no es suficiente. El Estado debe recuperar la legitimidad de gobernar que se encuentra en entredicho por la acción de la guerrilla y de los grupos de autodefensas.  

Las Autodefensas ilegales
 

El descontento popular ha llevado a un importante crecimiento de los grupos de autodefensas. Si bien los mal llamados paramilitares se encuentran organizados y equipados como organizaciones militares, su misión anti-subversiva dista de ser el reestablecimiento del estado de derecho y se convierte en la protección de intereses particulares de segmentos de población que ven sus intereses vulnerados por la extorsión de la guerrilla. Los “paras” son vistos como el mecanismo más eficiente para frenar el avance de la subversión. Sin embargo, esta postura es auto-destructiva pues ilustra el desprecio por las instituciones.  

Los paras ponen en tela de juicio el sistema democrático pues compiten con las instituciones legalmente constituidas por el derecho moral de gobernar. En este sentido la legitimidad se vuelve un juego de suma cero: si la tiene la guerrilla o los paras no la tiene el Estado. Lo anterior se vuelve un problema aún mayor si se tiene en cuenta que los paras recurren a la sistemática violación al Derecho Internacional Humanitario y al narcotráfico para su financiación.

Esto explica el porque el Estado los está combatiendo: el Sistema Judicial los persigue, el Gobierno condena públicamente sus acciones y las Fuerzas Armadas los confronta. Sin embargo esta fuerza se ha vuelto un combatiente importante y será inevitable tenerla en cuenta si el Estado no es capaz de retomar el control de sus zonas de influencia.  

Dilemas actuales

El comportamiento de la guerrilla frente al proceso de paz cuestiona su intención de llegar a un acuerdo. Se hace evidente la dilatación de proceso postergando posibles consensos entorno a unos temas de agenda supuestamente definidos. Estas circunstancias han sido aprovechadas por la guerrilla para incrementar su poderío militar, desestabilizar el aparato productivo nacional,  aumentar el temor de la población civil para así expandir y consolidar su control territorial.

No obstante la población colombiana en su afán de lograr la paz ha llevado a pensar con el deseo e ignorar esta realidad. Pero es crucial que ésta no se pierda de vista pues de poco serviría consolidar un aparato de seguridad (policial y militar) que logre apuntalar victorias al nivel táctico si se le deja el nivel estratégico abierto al triunfo de la guerrilla. Y la victoria no debe verse como una entrada triunfal de columnas guerrilleras a Bogotá, sino como la claudicación total del sistema político actual al no poder ejercer funciones de gobierno. De hecho en muchas áreas del país la guerrilla no se preocupa por tomarse el poder, pues lo ejerce de facto. 

Hay un Estado virtual del cual sólo queda un caparazón, pero ni el pueblo colombiano ni la comunidad internacional puede tolerar que el chantaje de las armas imponga la voluntad de unas minorías. Para un observador externo es incomprensible que un país con cuarenta millones de habitantes sea incapaz de derrotar a grupos armados ilegales que no superen los cuarenta mil. Es inverosímil que la supervivencia de una economía de noventa mil millones de dólares dependa de la ayuda de mil millones proporcionada por la comunidad internacional. Esto sólo se entiende cuando se reconoce que no existe un consenso entre los colombianos sobre lo que se debe hacer con quienes utilizan las armas para imponer su voluntad. 

Tal como en el terreno militar donde nunca se enfrentaran los 250 mil miembros de la Fuerza Pública (150 mil militares y 100 mil policías) contra los 40 mil armados ilegales (30 mil guerrilleros y cerca de 10 mil paramilitares) la población civil tampoco hace un frente común contra ellos. Nunca se da, ni se dará la situación de tener mil ciudadanos desarmados contra un sólo armado ilegal. Por el contrario en la práctica tenemos una relación de 1 a 1 en donde el armado impone su voluntad. 

Es inconcebible que en Colombia se diga que la población civil no forma parte del conflicto. Una cosa es el hecho inaceptable de volver la población desarmada en un blanco deliberado de los combatientes, otra es que se piense que la población no tiene un compromiso con su defensa. Igualmente es sorprendente la afirmación recurrente que las Fuerzas Armadas son un “actor del conflicto armado”, desconociendo que éstas combaten en defensa del sistema político que gobierna a esa población civil. 

Estos hechos son claras demostraciones de la ruptura del concepto de guerra trinitaria de Clausewitz. Es decir que en Colombia hay un gran divorcio entre el pueblo, el gobierno y las Fuerzas Armadas. Es imperioso restablecer el  equilibrio entre estos componentes para así tener un respaldo popular a un accionar militar que debe ser legitimado por los gobernantes. Y si bien hay mucho por mejorar en la forma como utilizamos la fuerza militar, es fundamental determinar para qué la empleamos, es decir cuáles son aquellos fines políticos que queremos obtener a través del uso o la amenaza del uso de la fuerza legítima. Sólo así dejaremos de ver este conflicto como la guerra del Ejército o del Gobierno, y empezaremos a verlo como la guerra del pueblo colombiano. Por ello el futuro del conflicto colombiano depende de la voluntad que tenga la población de asumir el problema como propio y la claridad con la que sus dirigentes faciliten la construcción de un modelo de país viable. 

TEXTO # 3:
El Conflicto Interno y el Proceso de Paz en Colombia: Perspectivas

Por Alfredo Rangel Suárez

Colombia ha vivido durante los últimos cuarenta años una confrontación armada interna y pese a que ya se han desmovilizado cinco grupos guerrilleros, aún subsisten los más importantes: las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia ( FARC),  de lejos el más fuerte de ellos, con 16.500 mil hombres en armas, organizados en 66 frente rurales, 14 columnas móviles, 19 compañías móviles y 4 frentes urbanos; el Ejército de Liberación Nacional (ELN), grupo que cuenta con 4.500 combatientes, organizados en 33 frentes de combate rural y unos cinco grupos de milicias urbanas; una fracción del Ejército Popular de Liberación (EPL), el más pequeño, con unos cuatro cientos militantes, en seis frentes de combate. Estos grupos tienen algún tipo de presencia en cerca de seiscientos municipios de los mil ochenta que tiene el país. En doscientos de esos municipios rurales tienen grados más o menos importantes de control sobre la población y sobre la administración local. Estos grupos tiene como principales fuentes de financiamiento los recursos que sustraen de las distintas etapas del cultivo y procesamiento de coca y amapola, el secuestro, la extorsión y el abigeato. Sus ingresos ascienden a más de un millón de dólares diarios .

Como resultado reciente de la confrontación armada, también han surgido grupos de autodefensa ilegales, organizados por civiles, que se oponen violentamente a las guerrillas. Aún cuando se empezaron a conformar a comienzos de la década de los años ochenta, su mayor crecimiento ha tenido lugar en los últimos cinco años. El número de hombres en armas de estas agrupaciones podría ascender a 8.500, pertenecientes a ventidos organizaciones. La mayoría de estas operan en las sabanas costeras del norte del país, a lo largo del río Magdalena, principal arteria fluvial de Colombia,  en los llanos orientales y el sur del país. Sus ingresos ascienden a cerca de seis millones y medio de dólares mensuales que provienen del narcotráfico y de  las cuotas de financiamiento que pagan grandes y medianos propietarios de  tierras, empresarios agrícolas, comerciantes y transportadores . 

Estos grupos irregulares son combatidos por cerca de ciento cincuenta mil hombres de las Fuerzas Militares, ubicados en ciento veinte bases, y ciento tres mil hombres  de la  Policía Nacional.                                                                            

Como resultado de esta confrontación interna cerca de 35.000 personas mueren violentamente cada año en hechos directamente relacionados con ella, aproximadamente mil quinientas personas son secuestradas, decenas de miles son extorsionadas, unas seiscientas mil han sido víctimas del desplazamiento forzoso . Los costos económicos del conflicto armado interno se ha estimado que representan  el cuatro por ciento del producto interno bruto anual, es decir, cerca de tres mil doscientos millones de dólares.
Colombia podría vivir en los próximos cinco años una intensificación sin antecedentes de la confrontación armada interna, como paso previo inevitable para lograr una solución política definitiva a su guerra interna. Es decir, la vía de la negociación tal vez ya no tiene reversa, por lo cual podría decirse que el conflicto está empezando a entrar en su fase terminal caracterizada por una violencia muy intensa que corre paralela a unos diálogos que desembocarán irremediablemente en un acuerdo de paz. 

En Colombia puede descartarse de plano la posibilidad de que las guerrillas se tome el poder mediante una victoria militar absoluta sobre las Fuerzas Militares, como también puede descartarse la eventualidad de que estas aniquilen a aquellas. Negada la posibilidad de una solución exclusivamente militar que signifique una victoria absoluta de alguna de las partes para obligar a la otra a capitular incondicionalmente, la normalización del país necesariamente será la resultante de una transacción política que tal vez  podría alcanzarse luego de cinco años de enfrentamientos y negociaciones. 

Así, es muy probable que antes de cinco años no se logre un acuerdo de paz entre todos los grupos insurgentes y el Estado colombiano, que conlleve también a una desmovilización de los grupos de autodefensa. Sin embargo, no es descartable que antes de ese lapso se firme un acuerdo con el ELN, el grupo guerrillero más débil. Con las  FARC, es probable que un tratado de paz se obtenga después de más  de cinco años de negociaciones. El Gobierno de Andrés Pastrana ha iniciado el proceso, el siguiente lo continuará y tal vez quien lo suceda lo concluya. La  garantía de la continuidad del proceso  de paz como política de Estado  está sustentada en la firma de un compromiso en este sentido por parte de todas las agrupaciones políticas en el año 1999 en la población de Caquetania, Caquetá. 

En consecuencia, Colombia podría vivir en los próximos tres o cinco años un proceso continuo de negociaciones que se desarrollará simultáneamente con una mayor intensificación del conflicto armado.  Esas negociaciones marcharán lentamente, habrá adelantos y retrocesos, períodos muy lentos seguidos de otros de muchos progresos, los estancamientos y bloqueos del diálogo serán frecuentes. Tal vez ninguna de las partes se levante de la mesa, para no cargar con la responsabilidad de un rompimiento, pero la confrontación armada seguirá su ascenso. Las hostilidades serán muy crudas entre las FARC, los grupos de autodefensa y las Fuerzas Militares. El incremento del poder de fuego, del número de hombres en armas y de la capacidad de maniobra de todas las partes ocasionará enfrentamientos de una dimensión nunca antes vista en el país y consecuencias igualmente graves para la población civil y para la economía nacional. No sería descartable que en un momento de crisis aguda de la confrontación, las FARC apelara al sabotaje económico sistemático, como forma de presionar el logro de objetivos políticos en la mesa de negociación.

El involucramiento de Estados Unidos en la búsqueda de la paz en Colombia,  del cual el  Plan Colombia es el primer paso, muy seguramente va a afectar el tablero y  la dinámica de la confrontación interna. El Estado, la guerrilla y los paramilitares muy pronto van a empezar a sentir los efectos de la participación norteamericana en el curso del conflicto. Por esta razón, los cálculos políticos y militares que los actores armados y desarmados de la confrontación hacían hasta ayer no más, tendrán que empezar a ser revisados. Las expectativas y las percepciones que tienen unos y otros  acerca del proceso de paz y del curso de la guerra podrán ajustarse con mayor o menor rapidez, pero la marcha de los acontecimientos se va a acelerar irremediablemente y el conflicto entrará en una nueva fase, inédita, más rápida y sin retorno.

Estados Unidos ha iniciado acciones diplomáticas y de tanteo con mucha cautela y con respeto hacia la autonomía nacional de Colombia. Pero hay temas de su propia agenda hacia Colombia que son atravesados por el conflicto armado, y por eso ha optado por involucrarse en su resolución. Son temas como el narcotráfico, los derechos humanos, la democracia y hasta el medio ambiente. Todos, como se ve, afectados de manera cada vez más grave por la agudización y la degradación progresiva de nuestra guerra interna. 

No obstante que la cooperación norteamericana con Colombia haya empezado a tener mucha mayor magnitud ahora que en el pasado, podría darse por descartada una intervención militar directa en el país. En efecto, nuestro país no sería "elegible" para la aplicación de la doctrina Powel, pregonada por el actual secretario de Estado. Según ella, una intervención militar directa tiene como prerrequisito una amenaza inminente para la seguridad nacional de los Estados Unidos, deberá tener claros tanto los objetivos como la forma de salida del conflicto, la intervención tendría que ser masiva y de corta duración. La complejidad del conflicto colombiano, la  extensión y la complicada geografía del país y, sobre todo, la ausencia de un riesgo grave para la seguridad de Estados Unidos, harían descartable esa posibilidad. 

La ayuda militar podría mantenerse en niveles moderados hacia el futuro, aún cuando un agravamiento crítico de la situación tal vez la incremente de manera sustancial durante un tiempo, pero siempre representada en material y entrenamiento, nunca con intervención directa de tropas norteamericanas.

En el plano internacional, el otro factor clave es Venezuela. Es de esperar que continúen las tensiones diplomáticas con el Gobierno colombiano por cuenta de su actitud de  no ocultar simpatía hacia los grupos insurgentes. Sin embargo, su participación entre los diez países que acompañarán el proceso con las FARC, que de hecho lo obligará a dar explicaciones de sus actitudes a la comunidad internacional, tal vez modere el comportamiento del gobierno venezolano hacia el futuro. No obstante, se podrán presentar en el futuro roces fronterizos en razón de la complicaciones que podría conllevar la lucha del Estado colombiano contra la guerrilla, los paramilitares y el narcotráfico en esas áreas. El peor escenario, no descartable, sería la provocación de incidentes por parte de sectores de las Fuerzas Militares de Venezuela en el área, sea para distraer a la opinión publica venezolana ante complicaciones de la situación interna, sea con el fin de provocar allí concentraciones de tropa colombiana y darle  un respiro a la guerrilla ante la presión de las Fuerzas Militares de Colombia en otras áreas. En todo caso podrían ser incidentes muy localizados que no implicarían un estallido de hostilidades entre los dos países, que tienen demasiado interés en mantener e incrementar sus relaciones económicas.

Asumiendo que las FARC continúen imponiendo las condiciones de la negociación política y que las conversaciones no converjan en una sola mesa - lo que quisiera el ELN, pero rechaza de plano las FARC -, este  grupo presionará para hacer del suyo el principal proceso de paz utilizando para ello la maniobra política y la violencia, de tal forma que la última palabra en cada uno de los temas de la negociación sea la suya. Así, en el próximo futuro podrían marchar dos proceso de paz paralelos en dos mesas diferentes, con agendas muy similares, pero cada una de las cuales con distinta categoría política. Uno, el de las FARC, andando lenta y pesadamente, cruzado por una intensa confrontación armada, y otro, el del ELN, en progresivo desescalamiento, tratando de zafarse las ataduras, de ganar autonomía y de andar a un ritmo propio, más fluido.

Para financiar este escalamiento de la guerra, los grupos irregulares presionarán en mayor grado a la población civil por medio del uso, o amenaza del uso, de las armas. La extorsión y el secuestro alcanzarán en el corto plazo niveles nunca antes vistos en un país que ya tiene los más altos del mundo. Sin embargo, esta situación podría ser  transitoria y atenuarse en el mediano plazo por dos razones.

Primero, porque el ELN muy seguramente llegará pronto a acordar un alto al fuego y a las hostilidades que incluiría su concentración territorial y el abandono de las prácticas del secuestro y de la extorsión, antes de la fecha que hemos estimado para un acuerdo de paz con el Estado.  Segundo, porque las FARC seguramente se estarán preparando para dejar el secuestro en el futuro, habida cuenta de los altos costos políticos que su práctica generalizada le ocasiona a esa organización. Paradójicamente, la llamada Ley 002 expedida por las FARC para conminar el pago de un "impuesto revolucionario" a quienes tengan patrimonios superiores a un millón de dólares so riesgo de ser secuestrados, también podría interpretarse como una forma de abandonar el secuestro indiscriminado, de eliminar las llamadas "pescas milagrosas" en las que se retienen personas cualquier día en retenes montados por la guerrilla en las carreteras del país, en fin, de avanzar hacia el abandono del plagio de civiles.

Tampoco podría esperarse un escalamiento de las amenazas a las empresas y los ciudadanos extranjeros como producto de la llegada de la ayuda militar estadounidense a Colombia. La presencia de delegaciones diplomáticas de 23 países en el acompañamiento de proceso de paz con las FARC, y de más de una decena con el ELN, si bien no significará una garantía contra el secuestro de ciudadanos extranjeros por parte de la guerrilla colombiana, si puede llevar a una gradual reducción del plagio y del atentado contra intereses extranjeros, dentro de una estrategia diplomática que deberá considerar la necesidad de ser muy selectivos en lo relacionado con las presiones contra  esas empresas y personas. De todas maneras, aún cuando el riesgo sigue existiendo en el corto plazo, podría reducirse hacia el futuro, en el mediano plazo.

De otra parte, dadas las condiciones del país y las peculiaridades de guerrillas esencialmente campesinas, no es muy probable que incluso en su momento de mayor escalamiento, el conflicto armado se urbanice en términos de que se conviertan las ciudades en escenarios  definitivos para las partes. Podrían incrementarse las acciones de cerco y hostigamiento a las ciudades, así como la guerra sucia entre grupos irregulares al interior de ciertas zonas marginales de las ciudades. Pero, a diferencia de otros países con conflictos internos  similares, la guerrilla colombiana no ha podido nunca establecerse en las ciudades, ni disputarle al Estado el control de zonas significativas en los centros urbanos. Por ello las batallas campales entre las partes disputándose casa por casa las zonas de las ciudades, seguramente no va a ocurrir en Colombia. 

Pero esto no quiere decir que la presión sobre las ciudades vaya a disminuir. Por el contrario, podría tender a aumentar, sólo que en términos de mayor acción extorsiva y disminución  de la libertad de movimiento de sus habitantes hacia las zonas rurales cercanas. En particular, las FARC parecerían tener planes de rodear y estrechar el círculo alrededor de las principales ciudades de Colombia. La disputa por el control de las carreteras podría ser un factor de inseguridad muy común hacia el futuro.

El resultado final de la negociación política entre el Estado y los grupos insurgentes no puede preverse de antemano. Sin embargo, puede darse por descartada la posibilidad que ese resultado afecte la integridad territorial del Estado colombiano, que lleve a la abolición de la democracia como sistema de gobierno, o de la economía de mercado como sistema de producción y consumo. Tanto el Gobierno Nacional como la guerrilla han aceptado explícitamente que la negociación del conflicto armado tiene como parámetros esas tres restricciones.

No obstante, en la mesa de negociación se definirán las nuevas reglas de juego político y económico, definición que dependerá de las variaciones de la correlación de fuerzas entre las partes durante el proceso de negociación, es decir, el alcance de las reformas podría estar determinado por la fuerza de la guerrilla, pero en ningún momento se podría esperar la adopción de medidas radicales que atenten contra la propiedad privada legal nacional o extranjera, tales como expropiaciones o nacionalizaciones de bienes , empresas o sectores económicos.

Esto significa que hay un relativo margen de incertidumbre hacia el futuro pues no son totalmente previsibles, por ejemplo, la nueva estructura tributaria, el régimen de inversión extranjera, las medidas antimonopolios, el régimen de seguridad social, la estructura y dimensión de las fuerzas armadas, la nueva institucionalidad política, temas todos que han sido incluidos en la agenda de negociación. Sin embargo, aún dentro de esa relativa incertidumbre, no son esperables cambios demasiado radicales que pongan en cuestión la integridad territorial, la democracia o la economía de mercado.

Muy probablemente un grupo como las FARC, si llega a tener la mitad de la decisión y la  última palabra en la negociación de temas tan importantes y trascendentales del país - como los que se han mencionado arriba -, logre crecientes respaldos políticos , con base en  una eficiente combinación de populismo y pragmatismo político. Para organizar estos apoyos políticos, las FARC ha creado el Movimiento Bolivariano para la Nueva Colombia, una organización política clandestina, que no está destinada a participar en eventos electorales, ni a hacer proselitismo político en forma abierta, sino para recoger las ganancias políticas derivadas de la negociación y para ampliar la base de apoyo político de su guerra contra el Estado. Estos apoyos incrementados podrían hacerles radicalizar sus posiciones y alimentar sus pretensiones de toma del poder a través de la vía de las armas.
De otra parte, hacia el futuro, las potencialidades de los grupos de autodefensa, que se han definido como defensores de la clase media, podrían ser enormes, en un país donde casi todo el mundo se siente de clase media, incluidos los pobres de la ciudad y los ricos del campo. Y donde la guerrilla basa sus apoyos en los pobres del campo y los marginados de las ciudades, que tal vez son los únicos que no se sienten de clase media. Una generalizada lucha armada de clases, que hoy permanece latente, podría desatarse y producir lo que en  teoría se llama el ascenso de los extremos, es decir, la polarización de las opciones políticas. 

Por eso, para recuperar el control de la situación y evitar ese ascenso, el Estado debe combatir con igual rigor y eficacia, tanto a los paramilitares como a la guerrilla. El reciente accionar de las fuerzas militares es esperanzador en este sentido, y contra los "paras" han hecho más de lo que se les reconoce.

Pero como fenómeno contestatario y reactivo que son, dado que se han configurado como un proyecto contrainsurgente civil, autónomo en relación con el Estado, la suerte política y militar de las autodefensas no depende tanto de ellas mismas, sino de la manera como evolucione la negociación política y la confrontación armada entre los actores principales, esto es , el Estado y la insurgencia. Si  la negociación marcha  bien,  las autodefensas  decaerán ; pero, si a la negociación le va mal, a las autodefensas les irá mejor. Si en la confrontación con la guerrilla le va mal al Estado, mejor para las autodefensas, pero si a la fuerza pública le va bien, se les agotarán sus posibilidades .

En otros términos. El mejor escenario para el país es un avance positivo de la negociación política entre el Estado y la insurgencia, progreso rodeado de un creciente apoyo, de legitimidad y de una renovada confianza de la opinión pública. Para ello, los distintos sectores políticos, sociales y económicos deberán percibir que sus intereses están bien representados y firmemente defendidos por el Gobierno y sus voceros en la mesa de negociación. Debe haber confianza en el resultado final.

Simultáneamente, en este escenario deseable las Fuerzas Militares tendrían que mejorar su desempeño de manera sostenida en todo el país, y cada vez ser más capaces de combatir y controlar a la guerrilla para disuadirla en forma creíble de cesar sus ataques contra la población civil. En este escenario las autodefensas perderían su razón de ser y disminuirían sus posibilidades de ampliación de sus apoyos sociales, de crecimiento numérico, de financiamiento y de control territorial. Además, el Estado mantendría la decisión firme y alcanzaría la eficacia necesaria para reprimirlas de manera contundente, desarticularlas y castigar ejemplarmente sus acciones criminales.

Pero hay otro escenario posible. Es el más indeseable, pues al mismo tiempo favorecería el fortalecimiento de las autodefensas y socavaría la institucionalidad. Estaría conformado por una evolución negativa de las negociaciones y un ineficiente comportamiento de las Fuerzas Militares en la confrontación armada. En la negociación esto puede ocurrir si importantes sectores del país no se sienten tranquilos y representados en el proceso de negociación. En tal caso, si perciben que sus intereses son inequitativamente afectados podrían optar por manifestar en forma extrema su descontento mediante el apoyo a las autodefensas.

Y si la Fuerza Pública no demuestra una contundente capacidad de disuasión y de represión del accionar de la guerrilla contra la población civil, el ambiente de cultivo de las autodefensas estaría suficientemente propicio para atraer un apoyo importante de esa amplia clase media. Porque, ante la incertidumbre y la inseguridad , ella usualmente se inclina a respaldar a quien le garantice orden y estabilidad, por ejemplo, a esa derecha armada y violenta que en situaciones de crisis siempre aparece en el espectro político.

De esta manera, el crecimiento o decadencia de los paramilitares se podría convertir en el mejor indicador de la marcha de la negociación y de la eficacia de la Fuerza Pública  para controlar a la guerrilla. Los desafueros de la guerrilla contra la población civil y su soberbia en la mesa de negociaciones, constituyen el mejor favor que la insurgencia puede hacer a sus enemigos mortales, los paramilitares. Estos se están ubicando como una veeduría externa, armada y brutal, del proceso de paz. Pero un Estado soberano no puede tolerar tal tipo de contraloría, ni permitir que otros le disputen el monopolio de la lucha contrainsurgente.

En resumen, el conflicto en Colombia ha entrado en su fase terminal. Luego de casi cuarenta años de una confrontación de muy baja intensidad militar, el conflicto se ha venido escalando en los últimos seis años debido al fortalecimiento del principal grupo insurgente, las FARC,  la aparición de un tercer actor que son los grupos de autodefensa, y el acondicionamiento de las Fuerzas Militares del Estado para controlar a los grupos irregulares. Sin embargo, descartada la posibilidad de una victoria absoluta de cualquiera de los bandos, como resultado de un largo y complejo proceso de negociación política, que podría durar  cerca de cinco años  e irá acompañado de la fase más cruda e intensa de la confrontación armada, en Colombia habrá muy probablemente una variaciones más o menos significativas de las reglas de juego político y económico, que todavía no son previsibles, aún cuando se esperaría que no fueran radicales, dado que el pragmatismo de los actores seguramente se impondrá a la hora de los acuerdos. Luego de este período de agitación , el país podría entrar en una nueva, dinámica y prolongada fase de desarrollo económico y de estabilización política que le permitiría realizar sus grandes potencialidades en muchos órdenes. 
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